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Resumen: El objeto del presente trabajo consiste en el análisis del régimen jurídico de 
implicación de los trabajadores en el seno de la Sociedad Anónima Europea. 
La Sociedad Europea (SE) aparece como un tipo jurídico societario novedoso, de 
Derecho Comunitario, con el que se pretende facilitar los problemas prácticos que 
conlleva la realización de operaciones transfronterizas de agrupación y concentración 
empresarial en el ámbito territorial de la Unión Europea. Se configura como una opción 
más, de carácter voluntario, que se viene a añadir a las distintas formas jurídicas de 
empresas contempladas en las legislaciones de cada Estado miembro de la UE. Ahora 
bien, para que una SE pueda ser finalmente registrada debe de existir obligatoriamente 
alguna forma de “implicación” de los trabajadores en la misma. 

Abstract: The following paper focuses on juridical implications of labor in Anonymous 
European Society (ES).  It is part of the Communitary Law as a new type of societally 
jurisdiction aiming towards new solutions for practical problems related to transborder 
group operations and enterprise concentration in the European Community. As part of 
the EU it adds to the multiple jurisdictional patterns specified by each member with a 
voluntary character even though for each SE to be registered there must exist some way 
of obligatory "implication" for the workers which are part of it. 
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Introducción 
 
La Sociedad Anónima Europea (designada con arreglo a su nombre en latín: Societas 
Europea ó SE), es una nueva persona jurídica de derecho europeo, una nueva figura 
empresarial y su carácter es opcional. 
Ahora las empresas podrán tener a su disposición, junto a los tradicionales instrumentos 
de derecho nacional e internacional privado, una opción específica dirigida 
prioritariamente a permitir una mayor facilidad para realizar operaciones 
transnacionales y conseguir una organización y funcionamiento comunitario de la 
empresa con forma de SE, tratando de encauzar en ella la siempre difícil cuestión de la 
“implicación de los trabajadores”. 
Tras más de 30 años de debate en el seno de las instituciones comunitarias para la 
consensuación del Estatuto de la Sociedad Europea, la causa no sería tanto la creación 
de una nueva figura que, en cierto modo, permitía satisfacer los deseos de las empresas 
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europeas de adaptar su estructura a la dimensión progresiva transnacional de sus 
actividades, sino las reticencias surgidas en el proceso hacia un aspecto que en la 
intencionalidad comunitaria aparece como indisociable a la creación de esta nueva 
figura societaria: el sistema de intervención de los trabajadores en la Sociedad Europea. 
Será finalmente el 8 Octubre de 2001, cuando el Consejo de la UE apruebe el 
Reglamento CE 2157/2001, por el que se establece el Estatuto de la SE, así como la 
Directiva 2001/86/CE, por la que se completa el Reglamento en lo qye respecta a la 
implicación de los trabajadores. 
Estamos por tanto ante la culminación de uno de los proyectos más deseados de la 
Comunidad Europea: el Estatuto de la SE. 

 
 
Tipología de las formas de participación 

 
La participación puede ser examinada desde una perspectiva funcional. Esta perspectiva 
nos remite a la intensidad que, en el proceso de toma de decisiones de la empresa, 
revisten las distintas tipologías que la misma puede asumir, debiendo distinguirse al 
respecto entre información, consulta, codecisión, codeterminación y cogestión. 
Analizaremos los distintos tipos o formas de participación en la empresa desde en punto 
de vista de su creciente intensidad, comenzando por más bajo de todos ellos. 
 
 Información: en el nivel menos intenso, la participación adoptará la forma de 

derecho de información en la medida en que el empresario está obligado a 
suministrar a los trabajadores un conjunto de datos sobre la realidad de la empresa, 
lo que consecuentemente facilitará la actividad de los representantes de los 
trabajadores en defensa de los intereses de éstos. 
A través de sus representantes, los trabajadores tendrían derecho, normalmente, a 
estar informados sobre la situación y marcha de la empresa, siendo estos 
“representantes” de diversa naturaleza de acuerdo con las diferentes legislaciones y 
prácticas nacionales: sindicatos (especialmente para la negociación colectiva y en 
sistemas orientados eminentemente hacia una participación conflictual), delegados 
sindicales o comités de empresa (en los casos de sistemas de participación 
institucional-externa), y por último, los representantes de los mismos en el Consejo 
de Vigilancia o Administración de la empresa (en sistemas de participación 
institucional-interna). 

 Consulta: Un segundo grado en este creciente marco intensivo. Se configura tanto 
como una facultad de ejercicio activo de los representantes de los trabajadores como 
un deber a cargo de la dirección de la empresa. 
Ese deber empresarial se manifiesta en la exigencia de escuchar y tomar en 
consideración las opiniones de los representantes de los trabajadores en relación a la 
materia en concreto que constituye el objeto de dicha consulta. 
La opinión de los representantes de los trabajadores debe ser escuchada y atenida de 
buena fe en el momento de adopción de la decisión correspondiente por parte de la 
dirección de la empresa, si bien, tal opinión no es generalmente vinculante para el 
empresario, que conserva su facultad decisoria. 

 Codecisión y negociación: 
Un grado aún mayor de compromiso e implicación en la participación suponen la 
“codecisión” y la “negociación”. 
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La codecisión conlleva que en determinadas materias no decide ya unilateralmente 
el empresario sino que éste tiene que contar con el acuerdo de los trabajadores o de 
sus representantes, lo que significa que, en ciertos casos, “el empresario pierde la 
exclusividad de la decisión que, por definición, corresponde ahora tomarla a ambas 
partes, situadas jurídicamente en plano de igualdad”. 
En el método de participación en las decisiones por medio de la negociación, la 
decisión es también realmente conjunta: ésta reside en la adopción de un acuerdo 
que es el fruto de una negociación.  

 Codeterminación o cogestión: 
Con este término hacemos referencia a los sistemas participativos de los 
trabajadores en las decisiones de la empresa, por medio de sus representantes, en los 
órganos internos de gestión o de dirección de las empresas. 
Por tanto, como podemos apreciar, el grado de “colaboración” en la 
codeterminación depende de manera sensible de dos connotaciones distintas, cada 
una de las cuales prevé dos modalidades notablemente diversas: 
1. La primera connotación, relativa a la entidad de la representación de los 
trabajadores, puede manifestarse en: 
a) Una representación minoritaria. 
b) Una representación paritaria. 
2. La segunda connotación, relativa a la instancia dónde se produce la   participación 
en las decisiones: 
a) En el Consejo de Vigilancia (que normalmente nombra a su vez al Consejo de 
Administración): en el sistema dualista. 
b) En el Consejo de Administración: en el sistema monista. 
Y es que, a diferencia de otras formas de participación, la cogestión sólo se ensaya 
en las empresas con forma jurídica de sociedad (y, en general, de sociedad de 
capitales), mediante la inserción de los trabajadores en el sistema jurídico societario, 
con la finalidad de que los intereses de los mismos sean tenidos en cuenta en la 
adopción de las decisiones empresariales, tratando de lograr un punto de encuentro 
en dicho proceso. 

 
Estas representaciones de los trabajadores en los órganos internos de las sociedades 
generalmente tienen los mismos derechos y responsabilidades que los representantes de 
los accionistas, excepto en caso de controversias industriales. Sin embargo, dicha 
representación está, generalmente, en minoría, teniendo como máximo un tercio de los 
puestos, excepto en Alemania. Con la excepción de Luxemburgo, estos países también 
prevén la participación a nivel de grupo. 
La codeterminación, en su sistema dualista, podemos encontrarla en países de la Unión 
Europea como Austria, Holanda, Dinamarca y sobre todo Alemania. 
En la modalidad monista, nos la encontramos, con menor relevancia en Francia, y con 
una relevancia mayor, especialmente en países escandinavos como Suecia. 
La participación de los representantes de los trabajadores en el Consejo de Dirección o 
en el Consejo de Vigilancia, proporciona: 
 
- Supervisión y aprobación de importantes decisiones en Alemania: Alemania es el 
único país que hace previsiones, en ciertos casos, respecto a una equitativa 
representación (sector minero y del acero) o casi equitativa (empresas con más de 2.000 
trabajadores) de trabajadores y accionistas. 
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 - Información y participación en la toma de decisiones en Austria, Países Nórdicos, 
Dinamarca y Luxemburgo, donde la representación está en minoría: en Noruega, una 
reunión conjunta, que elige el Consejo de Dirección, toma decisiones concernientes a 
inversiones y se compone de representantes de los trabajadores en un tercio de sus 
miembros; en Suecia, los representantes de los trabajadores también participan dentro 
de comités ejecutivos, y en Austria, participan dentro de comités elegidos por el 
Consejo de  Vigilancia. 
 
En muchas ocasiones, esta participación orgánica también ayuda a desarrollar las 
funciones de información y consulta de los representantes de los trabajadores en los 
órganos externos de representación, y fortalece las propias relaciones entre el sindicato 
y los representantes electos de los trabajadores. La cogestión de los trabajadores es, por 
tanto, compatible con las diversas formas de control obrero externo: a mayor 
operatividad de la cogestión, mayor potencialidad del control obrero, si bien, en su 
forma de colaboración; y, aunque no siempre, menor importancia de la acción sindical, 
cuando ésta se ejerce con autonomía respecto de la funciones encomendadas a los 
órganos unitarios de representación del personal. 

 
 
“Societas europaea”: la odisea de un complicado proceso de gestación histórica 
 
 Introducción 
 
El intenso proceso de unificación económica que se ha producido en el ámbito europeo 
ha ido dando lugar, con el paso del tiempo, al desbordamiento del territorio estatal como 
ámbito natural de actuación económica de las empresas, de manera que la creación de 
una economía de escala en el ámbito comunitario ha comportado, lógicamente, la 
conformación de redes empresariales de dimensión europea. Este proceso, unido a otros 
factores como la armonización del mercado interior, la consecución de la Unión 
Económica y Monetaria, la constatación de la existencia de un desfase entre la realidad 
económica y la realidad jurídica con la que hacer frente a los problemas que suscitan las 
empresas transnacionales, y a la complejidad que en materia de fiscalidad y de 
estructuras de decisión conllevan las mismas, fue creando un caldo de cultivo a favor de 
la elaboración de un Estatuto regulador de una “Sociedad Anónima Europea” (SE), que 
aparecía como un tipo societario fomentado por las propias instituciones comunitarias 
para afrontar las consecuencias derivadas de la internacionalización de los mercados y 
dirigir los esfuerzos hacia un aumento de la competitividad de la economía europea. 
Éstos han sido algunos de los razonamientos que se han expuesto a la hora de incentivar 
la búsqueda de un ansiado consenso que permitiera desbloquear la ordenación 
comunitaria sobre el Estatuto de la Sociedad Europea. 
El desacuerdo se situaba más bien en qué nivel de implicación debía ser el adecuado; he 
aquí donde surgía el principal punto de fricción entre países que tenían unas culturas y 
modelos participativos muy diferentes, lo cual generaba profundas divergencias que 
hacían muy difícil la adopción de un consenso, de un acuerdo común que satisfaciera las 
diferentes posiciones al respecto. Más concretamente, el enfrentamiento se producía a la 
hora de abordar la inclusión o no de sistemas de participación obligatoria en la SE, y si 
por tanto la participación de los trabajadores en las decisiones empresariales debía ir 
más allá del establecimiento de un mero sistema de información y consulta, y debía 
incluirse en el proyecto de Sociedad Europea sistemas que permitieran la participación 
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de los trabajadores en los órganos de la nueva sociedad. Es aquí donde realmente las 
posturas parecían irreconciliables, ya que nadie parecía dispuesto a ceder: los Estados 
miembros que tradicionalmente tenían ya previstos sistemas más intensos de 
participación en sus ordenamientos nacionales (caso alemán, por ejemplo) se oponían al 
establecimiento de un sistema que no incluyera para una sociedad domiciliada en su 
territorio los mismos derechos que los de una sociedad nacional, ante el riesgo de que se 
produjeran fenómenos de fuga de empresas hacia otros países comunitarios más 
permisivos, temiendo que pudiera producirse en sus territorios una suerte de “efecto 
Delaware”; por otro lado, los Estados que no preveían en su legislación interna ningún 
sistema de participación de los trabajadores en los órganos societarios (como podía ser 
el caso del Reino Unido) se mostraban temerosos a introducir en su derecho nacional 
modelos que eran ajenos a sus tradiciones jurídicas, aunque fuera sólo en sociedades de 
carácter voluntario. 
 

 Los inicios (1949-1970) 
 
Podemos remontarnos a la lejana fecha de 1949 para encontrar unos primerísimos 
antecedentes del proceso de creación de la Sociedad Europea cuando en una 
proposición adoptada el 16 de diciembre de dicho año por el Consejo de Europa se insta 
a la elaboración de un Estatuto único que fuese aplicable a “un reducido grupo de 
empresas europeas encargadas de producir bienes y servicios de interés general”; 
proposición que fue rápidamente desechada al considerarse que dicho Estatuto, de 
realizarse, podría asignar en el mercado europeo una posición privilegiada a estas 
empresas en perjuicio de las sociedades nacionales de cada país. 
 

 Las propuestas de la 1ª generación (1970-1975) 
 
Las propuestas de “primera generación” establecían que todas las reglas relativas a la 
constitución, estructura, funcionamiento y liquidación de la Sociedad Europea estarían 
sustraídas de la aplicación de los derechos nacionales, debiendo de registrarse la SE en 
un Registro Europeo de Comercio dependiente del Tribunal de Justicia de las 
Comunidades Europeas. 
 

 La 2ª generación de propuestas (1989-1991) 
 
Partiendo de la experiencia fracasada de las propuestas de primera generación (1970-
1975), la segunda generación de propuestas (1989-1991) introduce algunas novedades 
importantes y, en la búsqueda del anhelado consenso, abandona el modelo único y 
uniforme de participación de trabajadores en la adopción de decisiones en el ámbito de 
la Sociedad Europea, propio de dichas propuestas de primera generación, en favor otro 
modelo de participación más flexible que permitiera recoger las diferentes 
sensibilidades que en relación con esta problemática existían entre los diferentes 
miembros de la Comunidad Europea, introduciendo para ello significativas 
modificaciones a las propuestas originarias. Estas modificaciones configuran un modelo 
de participación que se va separando cada vez más de su inspirador, el sistema alemán 
de cogestión, con el objetivo de hacer frente a los obstáculos y dificultades que hicieron 
sucumbir las anteriores propuestas. 
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 El desbloqueo del proceso: “Los últimos pasos”” (1994-2001) 
 
Durante la primera mitad de los años 90, la situación de bloqueo que de nuevo se había 
producido en el proceso de configuración de un tipo societario de dimensión europea, la 
Sociedad Europea, se ve contrarrestado por un logro que en 1994 se produce en materia 
de participación: la aprobación de la Directiva 94/45/CE sobre la constitución de un 
Comité de Empresa Europeo o de un procedimiento de información y consulta a los 
trabajadores en las empresas o grupos de empresas de dimensión comunitaria y que, al 
ofrecer un nuevo enfoque (tanto formal como material) desde el que abordar la 
problemática de la participación de los trabajadores, va a contribuir a allanar el camino 
conducente a la adopción, por fin, de un Estatuto de Sociedades Europeas. Esta 
Directiva creaba por primera vez una normativa comunitaria con carácter vinculante que 
establecía como destinatarios de sus obligaciones a entidades transnacionales como son 
las empresas o grupos de empresas que operen en varios Estados miembros y superen 
en los mismos un número mínimo de empleados dado. 
Esta iniciativa comunitaria contribuye a eliminar los obstáculos conducentes a la 
ansiada SE, sobre todo por que permite ensayar con éxito ciertas técnicas en la 
organización de fórmulas de representación de los trabajadores en las empresas y de la 
vía de la negociación colectiva, más flexible y adaptable a las singularidades de las 
empresas multinacionales y de los sistemas de implicación de los países europeos. 
Así, en el proceso legislativo comunitario deben resaltarse dos acontecimientos 
importantes para el desbloqueo del proyecto:  
    1º) El progresivo avance de la armonización del derecho de sociedades 
    2º) La adopción en 1994 de la directiva sobre representación de los trabajadores en 
las empresas de dimensiones comunitarias. 
 
A instancias de la Comisión, el Grupo de Expertos “European System Workers”, bajo la 
dirección del Vizconde Etienne Davignon, antiguo Vicepresidente de la Comisión y 
Presidente de la Sociedad General de Bélgica, cuyas propuestas, recogidas en el 
correspondiente Informe de mayo de 1997, van a constituir el antecedente más 
importante del sistema que en la actualidad recoge la Directiva SE. Según este informe, 
“más todavía que en los primeros proyectos, el interés que podría presentar la 
constitución de SE, se muestra hoy, de forma aún más clara, debido particularmente: 
   -a la realización de un mercado interior; 
   -a la inminencia de la creación de la Unión económica y monetaria; 
   -a la profundización del proceso de internacionalización y concentración de las 
empresas,     asociado a una mayor competitividad para la búsqueda de capital; 
   -al desfase creciente entre la realidad económica y la realidad jurídica de las 
sociedades de dimensión europea, y a la complejidad, particularmente en materia de 
fiscalidad y de estructuras de decisión que resulta de todo ello”. 
 
Sin embargo, el Grupo de Expertos, después de analizar los distintos sistemas 
nacionales de participación existentes en los diferentes Estados miembros de la Unión, 
llega a la conclusión de que son más las diferencias que los separan que las similitudes 
que los unen y que no es posible establecer un modelo válido de comparación para 
determinar cuál es el más adecuado. 
El Grupo Davignon decide entonces casi comenzar desde el principio, haciendo tabla 
rasa de los sucesivos proyectos esbozados hasta ese momento, empezando a construir de 
nuevo sobre la base de dos grandes pilares:  
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En primer lugar, decide aprender de los fracasos de experiencias anteriores. 

Partiendo de esta heterogeneidad de regulaciones, el grupo consideró que la mejor 
solución para definir las modalidades de implicación de los trabajadores en el marco de 
la SE debía ser por la vía de la negociación y de la flexibilidad requerida por la 
diversidad y originalidad de las empresas transnacionales, teniéndose en cuenta las 
diferencias de cultura y de situaciones de cada Estado miembro y de cada empresa. 
Resumiendo, el Informe Davignon promovía la formalización de acuerdos “a medida” 
para cada SE, en el marco de una total libertad concedida a las partes y en ausencia de 
toda condición mínima. A falta de acuerdo, unas disposiciones subsidiarias obligatorias, 
llamadas “de referencia”, se aplicaban en relación a la información, a la consulta y, 
asimismo, a la participación y representación de los asalariados, la cual debería alcanzar 
1/5 de los miembros (y en todo caso, 2 miembros) del Consejo de Administración o de 
Vigilancia, según el principio “mismos derechos-mismos deberes”, debiendo ser todos 
los miembros de esta procedencia “responsables de la misma manera en la toma de 
decisiones”. 
Las reacciones acerca de esta “participación obligatoria” fueron globalmente  
negativas: 
 De un lado, los Estados “participantes”, tal como Alemania, estimaban esta 

representación demasiado minoritaria con relación a su propio sistema. 
 De otro, los Estados “no participantes” consideraban injustificado tener que 
integrar en cada SE un sistema ajeno a sus tradiciones. 
     En segundo lugar, se asienta la protección de los derechos adquiridos de los 
trabajadores en materia de implicación en las decisiones de la empresa, que fue elevada 
a la categoría de principio fundamental, con la finalidad de evitar que los fundadores de 
la SE tuvieran la tentación de constituirla con el objetivo de suprimir a los trabajadores 
de una sociedad hasta entonces nacional los derechos adquiridos por ellos en relación 
con la p En términos evolutivos, el informe del Grupo Davignon supone también un 
gran avance en el allanamiento de los obstáculos al proponer una organización de los 
derechos de representación de los trabajadores en la nueva Sociedad Europea basada 
prioritariamente en la negociación colectiva y articulada sobre un principio, el principio 
de conservación de los derechos adquiridos -el denominado “principio antes-después”-, 
que viene a suponer una garantía para el mantenimiento por parte de los trabajadores de 
sus derechos de participación o representación adquiridos antes de la constitución de la 
Sociedad Europea sin obligar a sus fundadores a establecer después de tal constitución 
sistemas de participación de los trabajadores más intensos que aquellos anteriores, pero 
sí, por tanto, al menos, a respetar éstos. Si se produjera un fracaso de las negociaciones 
se aplicarían subsidiariamente las disposiciones de referencia, que deben ser objeto de 
transposición por los Estados miembros a su respectivo derecho interno, reconociendo a 
los trabajadores derechos de información o consulta y de participación en el Consejo de 
Administración o en el Consejo de Vigilancia de las SE; aspecto este último que será el 
que más controversia seguirá generando entre los Estados miembros. 
El informe del Grupo Davignon tendrá el efecto de relanzar de nuevo en las instancias 
comunitarias el proyecto de creación de la SE y la reanudación de los debates sobre la 
participación de los trabajadores en la misma, aunque no solucionará de modo 
inmediato las tradicionales disputas existentes en torno a la implicación de los 
trabajadores:  
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    - mientras que los países de la “participación” estiman que la presencia de los 
trabajadores en los órganos societarios propuesta por el informe rebaja manifiestamente 
el nivel de representación existente en sus sistemas jurídicos,  
    - los países del área de la “no participación” se oponen a la obligación de integración 
de trabajadores en la estructura de toda SE, incluso por la vía subsidiaria de las normas 
de referencia, ya que el Grupo Davignon proponía que toda SE que no hubiera logrado 
formalizar un acuerdo, tras el proceso de negociación con los representantes de los 
trabajadores de las entidades fundadoras, debía regirse por un sistema de participación 
uniforme en el que una quinta parte de los miembros del Consejo de Administración (en 
los sistemas monistas) o del Consejo de Vigilancia o Control (en los sistemas dualistas) 
debía de ser elegida o nombrada por los trabajadores de la Sociedad Europea. 
 
El proyecto de Directiva del grupo de trabajo Davignon fue propuesto a los Estados 
miembros, pero a pesar del avance que supuso no logró desbloquear en su totalidad los 
obstáculos que impedían la constitución de la SE, al imponer la participación en las 
“disposiciones de referencia”, lo cual aún suscitaba fuertes controversias, especialmente 
en el Reino Unido que consideraba como inaceptable dicha imposición. 
Pero, entre la publicación del Informe Davignon y la aprobación definitiva del Estatuto 
S.E., habrán de transcurrir aún cuatro años y medio en los que se van dando sucesivos 
pasos para ello. 
Por su parte, bajo la subsiguiente presidencia británica de 1998, con Lord Simon a la 
cabeza se produce un significativo avance al proponer un compromiso que implicaba 
extender el principio “antes-después” también a la aplicación de las disposiciones 
subsidiarias de referencia, desencadenadas por el fracaso de la vía negocial. De este 
modo, disminuía el temor de algunos países a la aplicación, aún por vía subsidiaria, de 
sistemas no pactados, lo que contribuiría a despejar el panorama aunque aún con ciertas 
resistencias, ya minoritarias, sobre el juego de las susodichas normas de referencia. El 
reconocimiento de derechos de participación en las SE quedaba de esta manera 
subordinado a su previa existencia en las sociedades fundacionales, cuando el Grupo 
Davignon, sin embargo, había reclamado un importante esfuerzo a los Estados 
miembros que no reconocían la participación de los trabajadores en los órganos 
societarios, con el fin de evitar discriminaciones entre las distintas sociedades 
interesadas en crear una SE y que no se produjese una reducción de la negociación 
como opción prioritaria en el proceso de dicha creación. 
Finalmente, en el Consejo de Ministros de la Unión Europea, el 20 de diciembre de 
2000, dirigido por Elisabeth Guigou, una vez alcanzada la unanimidad de sus miembros, 
al manifestar su conformidad el Estado Español, se aprobó la Propuesta de Reglamento 
y la Propuesta de Directiva; unanimidad requerida por el procedimiento institucional 
tanto para el Reglamento como para la Directiva por el artículo 308 del Tratado CE 
(antiguo artículo 235), que se utiliza ahora como fundamento unitario de los dos textos 
normativos. 
En febrero de 2001 (Reglamento) y en marzo de 2001 (Directiva) se enviaron de nuevo 
los textos al Parlamento Europeo, habida cuenta del cambio de base jurídica y de las 
importantes modificaciones acaecidas respecto a la anterior consulta, sobre todo en 
materia de implicación de los trabajadores. Aunque en la Comisión de Asuntos 
Jurídicos y Mercado Interior, y en la de Empleo y Asuntos Sociales, se sugirieron 
algunas modificaciones y se reivindicó una intervención mayor del Parlamento en el 
proceso de decisión, los textos definitivos fueron aprobados sin aceptar ya modificación 
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alguna por el Consejo de Ministros el 8 de octubre de 2001articipación en la gestión de 
la empresa. 

 
 
Estatuto de la societas europea  

 
Este estatuto complejo que regula la SE aparece compuesto por un Reglamento y por 
una directiva que lo completa, teniendo ambos como fundamento jurídico unitario el 
artículo 308 del Tratado de la Unión Europea. De este modo, la creación de esta nueva 
persona jurídica de Derecho Comunitario que es la SE ha sido realizada mediante dos 
instrumentos jurídicos de distinta naturaleza, a través de los cuales se pretende facilitar 
la integración de la Sociedad Europea en los diferentes Estados Miembros, respetando 
la especificidad de las cuestiones sociales propias de cada país. 
 
La elección del Reglamento resultaba obligada para la creación y gestión de sociedades 
de dimensión europea, con el fin de evitar que las posibles divergencias entre las leyes 
de transposición fuesen susceptibles de impedir la necesaria coordinación transnacional. 
Sin embargo, en materia social, este tipo de norma había venido siendo 
sistemáticamente rechazada desde finales de los años 70, prefiriéndose la Directiva, al 
ser una norma comunitaria que permite la mayor flexibilidad requerida por la materia 
social. 
 
Una de las condiciones que establace el Reglamento para la creación de dicha SE es la 
relativa a la implicación de los trabajadores, que viene a actuar como verdadera 
“conditio iuris”: en cualquier caso, si se quiere constituir una SE, debe de existir en la 
misma alguna forma de implicación de los trabajadores. Así lo recoge en su artículo 
12.2 : “no podrá registrarse ninguna SE” salvo que se cumpla con alguna de las 3 vías 
que la Directiva prevé para la adopción de un sistema de implicación: 
 

1. Se haya celebrado un acuerdo de implicación de los trabajadores 
2. Se haya tomado por la Comisión negociadora la decisión de no    iniciar las 

negociaciones o de terminar las negociaciones ya iniciadas. 
3. O, se haya expirado el periodo de negociaciones sin que se haya alcanzado ningún 

acuerdo, lo que conllevaría a la aplicación de unas disposiciones de referencia. 
 

El Reglamento y la Directiva entraron en vigor el 8 Octubre de 2004 en todos y cada 
uno de los Estados Miembros de la UE y EEMM del espacio económico europeo. 
Hasta dicha fecha la directiva ha de ser transladada al derecho nacional. 
A partir de ese momento, las empresas tendrán la posibilidad de estructurar de manera 
unitaria la organización de sus sectores empresariales con arreglo al derecho europeo. 

 
 

Contenido del reglamento 
 
Entre otras muchas cosas el Reglamento regula: 
1. Constitución; 4 formas: 
 Fusión: SA de dos EEMM fundan a través de una fusión una SE. 
 Holding: SA y SL de dos EEMM fundan un holding. 
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 Flilial: Sociedades y personas jurídicas (de derecho público o privado) de dos 
EEMM (o    una misma SE) fundan una filial SE 

 Transformación: SA puede transformarse en SE cuando la misma tiene una filial 
desde hace 2 años en otro EEMM 

2. Capital mínimo de la SE: 
120.000 euros. Cuando en algún EEMM el capital mínimo exigido a las sociedades de 

determinados sectores sea más elevado, el mismo m´nimo se aplicará también al las 
SE de dicho estado. 

3. Domicilio Social: 
Fijado por los estatutos, deberá corresponder con el lugar de la Administración Central, 

es decir, la Sede Real. Podrá cambiarse el domicilio sin necesidad de disolver la 
empresa de un estado. 

4. Normativa aplicable: 
Las SE se regirán: 

a) Reglamento  
b) Disposiciones de los estatutos de la SE (cuando el reglamento lo autorice) 
c) Lo no regulado o las materias reguladas en parte por el Reglamento se     regirán 

por: 
o Disposiciones legales que adopten los EEMM en aplicación de medidas 

comunitarias que se refieran específicamente a la SE 
o Disposiciones legales de los EEMM que fuesen de aplicación a una SA constituida 

con arreglo a la legislación del EEMM en el que la SE tenga su domicilio social 
o Disposiciones de los estatutos, en las mismas condiciones que rigen para las SA 

constituidas con arreglo a la legislación del EEMM en el que la SE tenga su 
domicilio social. 

5. Régimen: 
El de una Sociedad Anónima de Capital por acciones, ya que es el régimen que mejor se 
adapta, tanto desde el punto de vista financiero como del de su gestión, a las 
necesidades de las empresas que lleven a cabo sus actividades a escala europea. 
6. Fiscalidad: 
En el aspecto fiscal la SE recibe el mismo trato que cualquier otra multinacional, es 
decir, que está sometida al régimen fiscal de la legislación nacional aplicable tanto a la 
SE como a sus sucursales. 
Las SE siguen sujetas al pago de los impuestos y tasas de todos los EEMM donde tienen 
sedes y sucursales estables. En este sentido, su estatuto fiscal no es perfecto al no existir 
una armonización europea suficiente en la materia. 
7. Estatutos: 

Los estatutos de la SE establecen como órganos la Junta General de Accionistas y: 
 (Sistema Dualista): 
 Órgano de dirección: 
 Asumirá la gestión de la SE 
 El miembro/s (nombrados y revocados por el órgano de vigilancia), tendrán 

poder para: 
 Obligan a la SE ante terceros 
    Representan a la SE ante los Tribunales. 
 Órgano de vigilancia: 
En caso de vacante designa a uno de sus miembros para ejercer las funciones de 
miembro del órgano de dirección. Durante ese periodo las funciones del interesado 
en calidad de miembro del órgano de vigilancia quedarán en suspenso. 
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 (Sistema Monista): 
 Órgano de Administración: 
 Asumirá la gestión de la SE 
 El miembro/s tendrán poder para: 
 Obligan a la SE ante terceros 
 Representan a la SE ante los Tribunales. 
 Únicamente podrá delegar en uno o varios de sus miembros la gestión de la 

sociedad. 
 
 
Directiva 2001/86 CE sobre la implicación de los trabajadores en la SE 
 
Objetivo:  
 
Garantizar que el establecimiento de las SE no suponga la desaparición ni la reducción 
de las prácticas existentes de implicación de los trabajadores en las empresas que 
participen en la creación de las SE. 
 
Ámbito de aplicación:  
 
Desde un punto de vista material, la Directiva 2001/86 establece un régimen propio 
sobre implicación de los trabajadores que es de aplicación a toda la Sociedad Europea, 
no existiendo condicionamientos derivados del número de trabajadores, ni de la forma 
de constitución, ni del lugar o domicilio social de la misma, sin perjuicio de los 
establecido en las disposiciones de referencia. Las exigencias de implicación se 
vinculan, por tanto, sólo a la forma jurídica de SE, independientemente de que ésta sea 
una pequeña, mediana o gran empresa. 
Por otro lado la Directiva extiende su ámbito de aplicación a los trabajadores de la SE, y 
de sus posibles filiales y establecimientos que radiquen en el territorio de la Comunidad, 
pero no extiende sus efectos a trabajadores de filiales o establecimientos situados en 
terceros países, salvo los países del Espacio Económico Europeo. 
La Directiva en su artículo 17 así lo recoge: “ Lo s destinatarios de la presente Directiva 
serán los EEMM”. 
 
Principios inspiradores: 
 
 Principio subsidiariedad: art.5.2 TCE: una competencia comunitaria concurrente con 

la de los EEMM, puede ser ejercitada sólo si los objetivos asignados a la acción 
prevista no pueden ser alcanzados de manera suficiente por cada EEMM y, por 
consiguiente, pueden lograrse de modo más efectivo por la Comunidad. 

Su operatividad en la Directiva: primacía del protagonismo atribuido a las partes 
sociales (subsidiariedad horizontal) respecto al papel del legislador nacional 
(subsidiariedad vertical). 
La Directiva 201/86 no prevé específicamente su transposición por vía autónoma, esto 
es, mediante la negociación colectiva.; la mayoría de los EEMM de la UE, únicos 
responsables de la correcta transposición de la norma comunitaria, han preferido la vía 
heterónoma como medio de implementación de las directivas comunitarias existentes en 
este ámbito. Quizás la dificultad técnica de la materia y la habitual falta de eficacia de 
las negociaciones en el ámbito interprofesional den la razón a aquellos países que, como 
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el nuestro, han optado por la vía legislativa tradicional para efectuar las 
correspondientes transposiciones 
 Principio de proporcionalidad: art.5.3 TCE: “ De conformidad con el principio de 

proporcionalidad, tal y como se enuncia en el mismo artículo, el presente 
Reglamento no excede de lo necesario para alcanzar dichos objetivos”. 

La diversidad de sistemas de participación deja pues de considerarse un obstáculo, 
como tradicionalmente se había entendido, y adquiere la condición de patrimonio 
común a valorar positivamente, hasta tal punto que dicho principio de respeto a la 
diversidad de normas y prácticas de participación de los trabajadores existentes en los 
EEMM servirá de justificación para rechazar de manera expresa, en la Directiva, la 
posibilidad de establecer un modelo homogéneo de implicación para todas las SE. 
 Principio “antes-después”: definido con el carácter de principio fundamental en la 

Directiva. 
Implica la conservación de los derechos adquiridos por los trabajadores de las 
sociedades nacionales “con anterioridad” a la constitución de la SE, pero de forma que 
ello no obligue a esas sociedades fundadoras a establecer “después” sistemas más 
favorables. Con este equilibrio se pretende conseguir, por un lado, la obligación de 
proteger los derechos adquiridos por los trabajadores a nivel nacional, y por otra, la 
conveniencia de no imponer “en exceso” un sistema o modelo de participación más 
exigente en aquellos estados en donde no lo había, operando en la práctica como un 
principio “organizador” de los derechos de implicación de los trabajadores. 

 
 

Contenido de la directiva 2001/86 
 
Art.1 Objeto: regulación de la implicación de los trabajadores en la SE contempladas en 
el Reglamento 2157/2001. 

 Art.2 Definiciones 
 Art.3 a 6  
 Proceso negociador 

 Objetivo: lograr un “acuerdo de implicación” que permita establecer en la SE un        
determinado modelo de implicación a favor de los trabajadores 

 Mecanismos: Información, Consulta y Participación 
 No se impone en la directiva el deber de negociar y alcanzar un acuerdo 
 Deber de iniciativa  de los órganos de dirección o administración y hacerlo cuanto 

antes  
 Constitución de la Comisión negociadora representativa de los trabajadores 
 Primacía del acuerdo resultante:norma de primer grado 

       
Contenido del acuerdo: 

1) Espíritu de colacboración 
2) El acuerdo establecerá: 

 Ámbito de aplicación 
 Composición  
 Atribuciones y procedimiento previsto 
 Frecuencia de las reuniones 
 Recursos financieros 
 Fecha de entrada en vigor del acuerdo, duración y renegociación 

       Duración de las negociaciones 
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 Legislación aplicable al procedimiento de negociación 
 
  Art.7 Disposiciones de preferencia  
  Art.8 Reserva y confidencialidad 
  Art.9 Funcionamiento del órgano de representación y procedimiento de información 
 y consulta de los trabajadores 
 Art.10 Protección de los representantes de los trabajadores 
 Art.11 Uso indebido de los procedimientos 
 
 

Trasposición de la directiva 2001/86 CE 
 
La Directiva es un tipo de acto de la UE que carece de efecto directo (a diferencia del 
reglamento) pues al perseguir un resultado necesita una norma nacional de 
incorporación para integrarse en los ordenamientos nacionales. 
Para esta integración la directiva concede un plazo en función de su materia y 
circunstancias. 
Sin embargo transcurrido el plazo de integración sin que el EEMM haya cumplido con 
sus obligaciones, la directiva puede tener efecto directo, esto es, los derechos u 
obligaciones que en ella se contienen pueden ser invocados ante un juez por un 
particular frente a otro particular o frente a las administraciones públicas. El juez ante el 
que se invoquen tales derechos u obligaciones puede resolver aplicando directamente la 
directiva, con lo que habría dotado, para los recurrentes de efecto directo. 
Para que en el supuesto anterior, esto es, transcurso del plazo de incorporación e 
invocación ante un juez de los derechos y obligaciones, produzca el efecto directo, es 
preciso que se tengan además en cuenta los siguientes criterios: 
1) Si la naturaleza, la estructura y los términos de la directiva son susceptibles de 

producir efecto directo 
2) Si la precisión de sus términos, la claridad y la incondicionalidad permiten anticipar 

el contenido de la norma nacional. 
3) Invocación ante el estado. 
4) Sólo va a producir efectos en el caso concreto. 
5) No puede servir de justificación al estado incumplidor. 

 
 Ley 31/2006 
 
Como decíamos anteriormente la Ley 31/2006 es la que translada al derecho español la 
directiva europea sobre implicación de los trabajadores en la SE. 
Esta transposición se hace en parte de forma literal al contenido de la directiva, y en 
otros casos, como vamos a ver ahora, se incluyen algunas precisiones: 
 

 Disposición Adicional 1ª: “los miembros de Comités de empresa o Delegados de 
personal de los centros de trabajo de una sociedad española que se fusione para 
constituir una SE continuarían ejerciendo su mandato y sus competencias de 
acuerdo con lo previsto en el Estatuto de los trabajadores y en los Convenios 
Colectivos aplicables” 

 Art.5 Plazo para que se inicien las gestiones de las negociaciones: 
45 días siguientes  a la publicación o adopción del proyecto de constitución de la SE. La 
directiva no concreta esos días. 
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 Art.28 Identificación de los representantes de los trabajadores de las 
sociedades   participantes: 

- Representaciones sindicales 
 - Comités de empresa 
      - Delegados de personal 
La directiva sólo menciona “representantes de los trabajadores de las sociedades 
participantes”. 

 Art.9.5  La Comisión podrá elegir un Presidente de entre sus miembros y 
dotarse de un reglamento interno. 

 Art 15.4  El órgano de representación de los trabajadores y el órgano 
competente de la SE podrán decidir de común acuerdo, en cualquier 
momento la apertura de las negociaciones. 

 
 

 
Bibliografía 
 
Duprat, Diego Arturo: “La sociedad europea. Origen y desarrollo del estatuto de la 
sociedad anónima europea”. Platense. Milán.2004. 

Olcese Santonja, Aldo: “Teoría y práctica del buen gobierno corporativo”. Thomson-
Cívitas. Madrid.2005. 

Crespo Rodríguez, Miguel y Zafra Jiménez, Antonio: “Transparencia y buen gobierno: 
su regulación en España”. Tirant lo Blanch. Madrid 2005. 

Ricart, Joan Enric: “Los accionistas y el gobierno de la empresa. Análisis de la situación 
española”. Thomson-Cívitas.  Barcelona.2005. 

Díaz de Lezcano Sevillano, N.: “Los Acuerdos del Consejo de Administración, Especial 
Referencia a Su Régimen de Impugnación”. Marcial Pons. Barcelona.1999. 

Llavero Rodríguez-Porrero, Marta: “Los Administradores de la Sociedad Anónima”. 
Aranzadi. Bilbao.1999. 

Ruiz de Velasco y del Valle, Adolfo: “Manual de Derecho mercantil”. Thomson-
Aranzadi. Madrid.2006. 

Arcenegui Rodrigo, José Antonio: “Moderno papel de la auditoria interna en el marco 
del gobierno corporativo”. Marcial Pons. Barcelona.2005. 

López Ángel, E.: “Doctrina mercantil de la dirección general de los registros y del 
notariado”. Thomson-Aranzadi. Madrid.2005.  

León Sanz, Francisco José: “El Acuerdo de Transformación de una Sociedad 
Anónima”. Cívitas. Navarra.2001. 



Revista Internacional del Mundo Económico y del Derecho  
Volumen II (2010) Págs. de 1 - 15 

 

15 
 

Insa Ponce León, Fernando Luis: “Los derechos de implicación de los trabajadores en 
las sociedades anónimas europeas”. Cívitas. Barcelona.2003. 
 
Velasco, Esteban: “La Sociedad Europea: un instrumento jurídico al servicio de la 
reestructuración empresarial”. Aranzadi. Madrid.2006.  
 
Sagasti Aurrekoetxea, JJ.: “La constitución de la Societas europea-se”. Revista Derecho 
de sociedades, Nº 19.2002. 
 
Fecha recepción del original: abril, 2010 
Fecha de aceptación: septiembre, 2010 

 
  
  

  
 


